
R-DCA-1018-2015 

CONTRALORIA GENERAL DE LA REPUBLICA. División de Contratación Administrativa. 

San José, a las nueve horas  con veintisiete minutos del diez de diciembre de dos mil quince.---- 

RECURSOS DE APELACIÓN interpuestos por  JUAN EDUARDO ARTEAGA MOYA y JOSÉ 

JOAQUÍN GONZÁLEZ GAMBOA en contra del acto de adjudicación de la Licitación Pública 

2014LN-000031-5101, “para la contratación de profesionales externos, peritos valuadores de 

bienes inmuebles y fiscalizaciones de la gerencia de pensiones”, promovida por la CAJA 

COSTARRICENSE DE SEGURO SOCIAL, acto recaído a favor de Eduardo Paez Campos, 

Luis Arturo Somarribas Benach, Silvio Mena Cantón, Eduardo Van derlatt Echeverría, Claudio 

Fallas Ouirós, Bárbara Szymanek Aleksandrowic, José Miguel Díaz Castro, Ana María Solano 

Vindas, Víctor Julio Azofeifa Alvarado, Luis Alfredo Molina Blanco, Juan Eduardo Arteaga Moya 

y Julio César Sarmiento Vargas (ítem 1) y Juan Eduardo Arteaga Moya, Luis Arturo Somarribas 

Benach, Víctor Julio Azofeifa Alvarado, Ana María Solano Vindas y Julio César Sarmiento 

Vargas (ítem 2).---------------------------------------------------------------------------------------------------------- 

RESULTANDO 

I.-  Que mediante recursos presentados en tiempo,  JUAN EDUARDO ARTEAGA MOYA y 

JOSÉ JOAQUÍN GONZÁLEZ GAMBOA, respectivamente, impugnaron el acto de adjudicación 

de la Licitación Pública 2014LN-000031-5101, promovida por la CAJA COSTARRICENSE DE 

SEGURO SOCIAL, para la “contratación de profesionales externos, peritos valuadores de 

bienes inmuebles y fiscalizaciones de la gerencia de pensiones”.------------------------------------------ 

II.-  Que mediante auto de las catorce horas del veintinueve de setiembre de dos mil quince, 

esta División solicitó a la Caja Costarricense del Seguro Social, el expediente de la mencionada 

licitación, el cual fue remitido mediante oficio LPR-0562-2015, indicándose que la versión final 

del cartel se ubica a folios 224 a 247 del expediente administrativo.--------------------------------------- 

III.- Que mediante Resolución R-DCA-820-2015 de las trece horas con cuarenta y un minutos 

del quince de octubre de dos mil quince, se admitieron los recursos de apelación presentados 

por ARTEAGA MOYA y GONZÁLEZ GAMBOA, habiéndose concedido audiencia inicial a los 

adjudicatarios y a la Administración, diligencia que fue atendida por la Administración y por los 

adjudicatarios Eduardo van der Laat Echeverría, Eduardo Paez Campos, Víctor Julio Azofeifa 

Alvarado, Julio César Sarmiento Vargas  y Luis Alfredo Molina Blanco, mediante documentos 

que corren agregados al expediente de apelación.------------------------------------------------------------- 
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IV.-Que en la tramitación del presente asunto se han observado las prescripciones 

constitucionales, legales y reglamentarias pertinentes.-------------------------------------------------------- 

CONSIDERANDO 

I. HECHOS PROBADOS: Para la resolución del presente asunto se tienen por demostrados los 

siguientes hechos de interés: 1) Que mediante acuerdo de Junta Directiva de la Caja 

Costarricense de Seguro Social, sesión N°8796, celebrada el 27 de agosto de 2015, se aprobó 

la adjudicación de los ítems 1 y 2 de la licitación en cuestión, resultando adjudicatarios las 

siguientes personas: Eduardo Páez Campos, Luis Arturo Somarribas Benach, Silvio Mena 

Cantón, Eduardo Van der latt Echeverría, Claudio Fallas Ouirós, Bárbara Szymanek 

Aleksandrowic, José Miguel Díaz Castro, Ana María Solano Vindas, Víctor Julio Azofeifa 

Alvarado, Luis Alfredo Molina Blanco, Juan Eduardo Arteaga Moya y Julio César Sarmiento 

Vargas (ítem 1) y Juan Eduardo Arteaga Moya, Luis Arturo Somarribas Benach, Víctor Julio 

Azofeifa Alvarado,  Ana María Solano Vindas y Julio César Sarmiento Vargas (ítem 2); habiendo 

reconocido a Juan Eduardo Arteaga Moya para el ítem 1, 540 avalúos y para el ítem 2, 649 

avalúos. Lo anterior, según consta a folios 3956 a 3962 del expediente administrativo. 2) Que el 

oferente Arteaga Moya presentó como parte del anexo 5 de su oferta, identificado como 

“Constancias de Instituciones” los siguientes documentos: i) Certificaciones emitidas por el 

ingeniero Robert Garita Hernández, funcionario de la Unidad Proyectos Habitacionales del 

Instituto Nacional de Vivienda y Urbanismo, INVU, de fecha  21 de octubre de 2014, las cuales 

no se emitieron en papel membretado (folios 2575 y 2576 del expediente administrativo); ii) 

Copia de constancia emitida por Mutual La Vivienda de fecha 11 de agosto de 2006 (Folio 2578 

del expediente administrativo); iii) Copias de dos constancias emitidas por Banco Citibank de 

Costa Rica S.A. de fecha 25 de mayo de 2009 (folios 2588 y 2589 del expediente 

administrativo); iv) Constancia CSTP-02177-2014 del 21 de octubre de 2014, extendida por el 

Centro de Servicios Técnicos y Profesionales del Instituto Nacional de Seguros, en la cual se 

indica, entre otros, que: “La prestación del servicio contratado consistió, en el análisis de la 

condición de riesgo y apreciación de los bienes muebles e inmuebles a lo largo del territorio 

nacional, lo cual incluía: describir, analizar, detallar y emitir criterio respecto al valor del bien y 

condiciones del riesgo a asegurar, así como determinar la causa del evento, la estimación y 

ajustes de las pérdidas” (folio 2585 del expediente administrativo), y v) Copia de constancia 

emitida por Valores Comerciales de Costa Rica VALCO S.A., de fecha 20 de enero de 2014 

(visible a folio 2591 del expediente administrativo). 3) Que el oferente Silvio Mena Cantón, 
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presentó - entre otros -, constancia de servicios emitida por el Banco Popular, de fecha 11 de 

setiembre de 2014 (folios 2766 a 2802 del expediente administrativo).----------------------------------- 

II. SOBRE LA AUDIENCIA FINAL: De conformidad con el artículo 182 del Reglamento a la Ley 

de Contratación Administrativa, la audiencia de conclusiones es de carácter facultativo, por lo 

que a efectos de la tramitación del recurso, es necesario señalar que este órgano contralor 

estimó innecesario otorgar dicha audiencia en este caso, en el tanto con los documentos que 

constan en el expediente del recurso de apelación, así como en el expediente administrativo del 

concurso, se cuenta con los elementos suficientes para resolver el presente asunto, aspecto 

que se señala a las partes.------------------------------------------------------------------------------------------- 

III. SOBRE EL FONDO. 1) RECURSO PRESENTADO POR JUAN EDUARDO ARTEAGA 

MOYA. Señala el apelante que resultó adjudicatario en los dos ítems licitados, habiéndosele 

reconocido 540 avalúos y 649 fiscalizaciones, cuando en su criterio presentó certificaciones que 

demuestran haber realizado 10710 avalúos y 3130 fiscalizaciones. Respecto a la valoración de 

las certificaciones por él aportadas, presenta los siguientes cuestionamientos, en relación con lo 

indicado por la C.C.S.S., según se indica a folio 3752 del expediente administrativo: i) Que la 

Administración refiere a los folios 2575 y 2576, señalando que las certificaciones aportadas, 

extendidas por parte del INVU, no se presentaron en papel membretado. Indica el apelante que 

ello obedece a que en el momento de emitirse, el INVU se encontraba en un proceso de 

reestructuración, tal y como se indica en nota y certificaciones que adjunta a su recurso, de 

forma tal que considera que la omisión indicada, no es imputable a su persona; ii)  Que la 

Administración indica que las certificaciones visibles a folios 2578, 2588, 2589 tienen más de 

cuatro meses de emitidas, manifestando el apelante que las mismas corresponden a 

instituciones financieras que han desaparecido como lo son, Mutual La Vivienda de Ahorro y 

Préstamo y el Banco Cuscatlán, a las cuales les prestó sus servicios. Señala que se 

presentaron copias autenticadas por un abogado y que fueron presentadas en otros procesos 

licitatorios. Reitera, que al igual que en el punto anterior, ello no es imputable a su persona; iii)  

Que respecto a la certificación visible a folio 2585, aun cuando ésta no lo indica, él estaba 

autorizado a realizar valoraciones únicamente de bienes inmuebles en virtud de su formación 

profesional, siendo que la constancia emitida omitió ese detalle, situación que no es imputable a 

su persona; iv) Que la constancia que corre a folio 2591, tenía más de cuatro meses de 

haberse emitido, siendo que se presentó dado que el gerente y único autorizado a emitir 

certificaciones, en el momento de solicitar la certificación, se encontraba fuera del país; y v) 
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Que no hay ninguna observación respecto a la información que consta a folio 2771, constancia 

emitida por Grupo Mutual que indica haber realizado 1420 valoraciones de no interés social, y 

1520 de interés social así como 302 fiscalizaciones de no interés social y 1934 de interés social; 

mismo cuestionamiento que realiza en relación con el contenido del folio 2573 certificación 

emitida por el Banco de Costa Rica y que indica haber realizado 3222 valoraciones y 273 

fiscalizaciones, estas de no interés social y 20 fiscalizaciones de interés social y de los folios  

2581, 2583, 2593 constancias de Mucap, Banco Popular e Infocoop respectivamente. De 

seguido, presenta un cuadro resumen de las certificaciones aportadas. Solicita se corrija los 

puntajes obtenidos tomando en cuenta la totalidad de avalúos y fiscalizaciones presentadas, 

manteniendo la adjudicación que recayó sobre su persona. La Administración rechaza por 

improcedente el recurso. Señala que la oferta del recurrente fue debidamente adjudicada en los 

dos ítems del concurso, mediante el acto emitido por la Junta Directiva de la C.C.S.S., Sesión 

No. 8796, celebrada el 27 de agosto de 2015. Manifiesta la Administración lo siguiente: i) 

Respecto al argumento de no haber podido presentar las certificaciones del INVU en papel 

membretado como lo requería el cartel en el ítem 1.4 (visibles a folios 2575 y 2576 del 

expediente administrativo), dado que dicho Instituto se encontraba en un proceso de 

reestructuración, considera que dicho argumento procedía objetando el cartel o pidiendo una 

aclaración, siendo que al no hacerlo, se consolidó el cartel; ii) Tratándose de las certificaciones 

emitidas con más de cuatro meses, (visibles a folios 2578, 2588 y 2589), indica que en el ítem 

l.4, en el párrafo 2, se pidió como requisito, que estas constancias o certificaciones no debían 

tener más de cuatro meses de emitidas, por lo que para ser evaluadas, la constancias o 

certificaciones, deberían cumplir con los parámetros expresados en el cartel, habiéndose 

considerado admisible y calificado las constancias o certificaciones, conforme a las condiciones 

establecidas en el cartel, siendo que de hacerse una excepción en este sentido, se pondría en 

desventaja a los otros participantes; iii) En relación con el documento visible a folio 2585, 

señala que dicha certificación no indica que se refiere a avalúos, siendo que el cartel estuvo a 

disposición del oferente, quien de detectar algún clausulado o situación que le impidiera 

participar, debió hacer uso de los recursos que en derecho corresponde, sin que pueda la 

Administración presumir ante un documento que no es claro, mismo que debía presentarse de 

acuerdo con los requisitos mínimos requeridos, para certificar la experiencia; iv) Que respecto a 

la constancia visible a folio 2591, el apelante acepta que tiene más de cuatro meses de emitida, 

siendo que aun cuando alega que el gerente de la institución que la emitió no se encontraba en 
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el país, el cartel definió los requisitos en el ítem l.4 y v) En cuanto al alegato, que no hay 

ninguna observación a los folios 2771, 2573, 2581, 2583 y 2593, indica que el folio 2771 

corresponde a otro oferente y que los folios 2573, 2581,2583 y 2593, fueron la base para 

obtener la cantidad de avalúos y supervisiones que obtuvo para ser adjudicado. Concluye 

indicando que lo actuado por ella, está apegado al pliego de condiciones, y que las constancias 

y certificaciones que no se consideraron procedentes, se debió a las condiciones señaladas, 

por lo que mantiene la calificación realizada a Arteaga Moya y solicita que conforme a los 

criterios técnicos emitidos, se mantenga incólume el acto de adjudicación dictado por la Junta 

Directiva, dado que no  hay mérito para que se realice una modificación al mismo. Tratándose 

de los adjudicatarios en este proceso, se tiene que solamente atendieron la audiencia inicial 

Eduardo van der Laat Echeverría, Eduardo Paez Campos, Víctor Julio Azofeifa Alvarado, Julio 

César Sarmiento Vargas y Luis Alfredo Molina Blanco, constando en el expediente de 

apelación, la comunicación de la audiencia inicial que le fue notificada a la Administración y 

adjudicatarios, según consta a folios 30 a 91 del expediente de apelación. Por su parte, el 

adjudicatario Eduardo van der Laat Echeverría, señala que  siendo que el apelante es ya 

adjudicatario, pareciera que su queja sobre el puntaje obtenido tiene que ver más con un motivo 

de orgullo, siendo que dado que la aceptación de su reclamo no variaría el nombre de los 

adjudicatarios, aunque tal vez sí su ubicación relativa  a la clasificación, no se referirá al fondo 

de su apelación. El adjudicatario Eduardo Paez Campos, señala que la calificación obtenida 

por Artega, se ajusta a lo estipulado en el cartel (punto 1.4, página 22), ya que la Administración 

tomó para su calificación solo las constancias que se ajustaban al pliego cartelario, por lo que 

su apelación se debe desechar. El adjudicatario  Víctor Julio Azofeifa Alvarado, indica que el 

cartel en el punto l.4, tercer punto, sobre el contenido de las certificaciones indicó, que dichas 

cartas debían ser confeccionadas en papel membretado, por lo tanto, si no se cumplía este 

requisito la Administración no las debía considerar, siendo que la justificación del no 

cumplimiento del requisito se pudo presentar con la salvedad que ahora se indica, por lo que 

considera que actuó correctamente la C.C.S.S. Agrega que en el periodo que se indica que no 

se disponía de papel membretado en el INVU, él obtuvo una certificación por parte de dicha 

institución con el respectivo papel membretado, la cual consta en el expediente de su oferta. 

Adicionalmente, indica que el cartel en el punto l.4 indica que las certificaciones tenían que 

haber sido emitidas con no más de cuatro meses, por lo que si no se cumplía con el requisito, 

se hizo bien al no considerarlas. En cuanto al supuesto en que una certificación no fuese 
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posible de obtener dentro del plazo especificado en el cartel, debido a que Institución dejó de 

existir, apunta a que se pudo haber hecho la salvedad por la vía del recurso de objeción, lo cual 

no sucedió, por lo que rige el cartel, tal y como se apegó la Administración. Acerca de si existen 

en el expediente, certificaciones que se aportaron y no se valoraron, le parece justo que ello se 

aclare y se valore, a fin de considerar si aplican o no. Solicita se declare sin lugar el recurso, al 

haber actuado la Administración apegada al cartel y no aceptar los documentos incompletos u 

omisos. Tratándose de los adjudicatarios Julio César Sarmiento Vargas y Luis Alfredo 

Molina Blanco, ambos atendieron respectivamente la audiencia inicial que se les concedió vía 

fax y posteriormente por correo electrónico, documentos que ingresaron sin firma digital. 

Sarmiento Vargas señala que no encuentra sustento ni fundamento jurídico a la queja del 

recurrente, toda vez que resultó adjudicatario, sin que sea de su interés si este último busca 

corregir el puntaje que obtuvo tomando en cuenta la totalidad de los avalúos y fiscalizaciones 

que realizó. Por su parte, Molina Blanco refiere de forma general a ambos recursos, señalando 

que las impugnaciones carecen de fundamento y deben ser declaradas sin lugar. Criterio de la 

División: Atendiendo el mismo orden de los puntos cuestionados, se procede a su resolución. 

i) Respecto a las constancias o certificaciones que se requería presentar para acreditar 

experiencia, en el punto 1.4 del cartel (folio 240 vuelto del expediente administrativo), se indicó, 

entre otros, lo siguiente: “(…) Dichas cartas deberán contener como mínimo, la siguiente 

información: (…) Debe estar confeccionada en papel membretado”. (folio 240 vuelto del 

expediente administrativo), siendo que efectivamente las certificaciones presentadas por 

Arteaga Moya y visibles a  folios 2575 y 2576 del expediente administrativo, no se emitieron en 

papel membretado (hecho probado 2.i), sin embargo al cotejarles con los documentos 

aportados con el recurso de apelación, además de conocer la nota suscrita por el Ingeniero 

Robert Garita Hernández, quien suscribe como funcionario de la Unidad de Proyectos 

Habitacionales del INVU, y quien suscribió también las certificaciones presentadas con la oferta, 

así como aquellas que sustituyen a estas últimas, se conoce – a partir de lo manifestado por el 

funcionario y que no es desacreditado en esta sede -, que las certificaciones emitidas en fecha 

21 de octubre de 2014, que constan en los folios ya citados, “no fueron presentadas en papel 

membretado debido a que la institución se encontraba en proceso de reestructuración, por lo 

cual implicó un proceso de cambio  en donde no se editó papel con membrete hasta definir un 

nuevo logo para el INVU” (folio 03 del expediente de apelación). A partir de lo anterior, y en 

apego al principio de eficiencia y conservación de ofertas, presentes en la materia de 
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contratación administrativa, ha de plantearse si resulta de mayor relevancia un aspecto formal – 

como el emplear un papel membretado - , el cual está siendo corregido con la presentación de 

los documentos adjuntos al recurso, o la acreditación de experiencia de quienes participan y 

puedan llegar a prestar los servicios a contratar. En este caso, la cantidad de avalúos o 

fiscalizaciones no definen un orden de prelación para la asignación de casos durante la 

ejecución contractual, ello era considerado como primer criterio de desempate (punto K.1.2.1, 

folio 244 del expediente administrativo), supuesto que no se generaría al considerar la C.C.S.S. 

las certificaciones en debate, toda vez que el apelante ya cuenta con la condición de 

adjudicatario para los dos ítems de esta licitación (hecho probado uno) y que de conformidad 

con el punto Q.1 del cartel (folio 246 vuelto del expediente administrativo), los adjudicatarios 

pasarán a formar parte de un rol único, el cual será actualizado de conformidad con los 

requerimientos de la licitación, garantizando que todos los profesionales que resulten 

adjudicados, tengan una carga de trabajo proporcional, mediante un sistema informático, por 

monto solicitado, comprometiéndose la  C.C.S.S. a respetar y asignar los casos de acuerdo con 

el rol correspondiente. Sobre este tema es claro que la Administración ha dado más valor a la 

forma que sobre el contenido, por cuanto se ha decantado por no tomar en cuenta las cartas del 

apelante únicamente porque no fueron emitidas en papel con membrete institucional, aspecto 

que desborda en criterio de este órgano no solo aquel principio de eficiencia y conservación de 

ofertas, sino también principios de razonabilidad y proporcionalidad. Si bien se reconoce que el 

apelante ya cuenta con su condición de adjudicado, y que las nuevas cartas en el evento de 

aceptarse en su contenido no vendrían -en el estado actual de las cosas- a variar esa 

condición, nada obsta que por justicia administrativa la Administración las valore y en caso de 

ser reconocidas se reconozca ese incremento en el número de avalúos inicialmente 

computados, sin que ello implique una anulación del acto de adjudicación por ese hecho, sino 

únicamente la precisión en punto a la experiencia reconocida al apelante. Por las razones 

expuestas, deberá la Administración considerar las certificaciones emitidas por el INVU, para 

efectos de cómputo de avalúos o fiscalizaciones, valoración que deberá realizar en apego de 

las normas cartelarias establecidas al efecto. Por lo anterior, se declara con lugar este extremo 

del recurso. ii)  Respecto a las certificaciones visibles a folios 2578, 2588, 2589, emitidas en los 

años 2006 y 2009 (hechos probados 2.ii y 2.iii), no se puede desconocer lo dispuesto por el 

cartel en el punto I.4, el cual entre otros, señaló que las certificaciones que se aportaran para 

acreditar experiencia debían tener una emisión de no más de cuatro meses a partir de la 
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apertura de las ofertas (folio 240 vuelto del expediente administrativo), por lo que aun cuando 

las entidades emisoras de las certificaciones en cuestión no operen en la actualidad, pudo el 

apelante haber objetado dicha disposición cartelaria en el momento procesal correspondiente, 

por lo que al no hacerlo, la misma se consolidó y resulta de aplicación para las ofertas recibidas, 

por lo que su incumplimiento representa el que no sean consideradas. Se advierte que indicar 

que dichas certificaciones fueron presentadas y aceptadas en otro procedimiento, deviene en 

un aspecto que no es de recibo para el presente proceso. Por las razones expuestas, se 

declara sin lugar este extremo del recurso. iii)  Respecto a la certificación visible a folio 2585, es 

importante señalar que aun cuando el apelante indica que él estaba autorizado únicamente 

para realizar valoraciones de bienes inmuebles y que ello fue omitido en la constancia, el 

argumento no se acompaña de la prueba que exige el artículo 177 del RLCA, sin que se 

hubiese presentado prueba que soporte su argumento, como tampoco prueba que rebata lo 

señalado por la C.C.S.S., cuando cierto es que de la lectura de la certificación (hecho probado 

2.iv) no es posible determinar si la cantidad de inspecciones que se indican,  se realizaron a 

bienes muebles o inmuebles. Alegar que la manera en que se emitió la certificación, resulta 

ajeno a su responsabilidad (en tanto señala que ello no es imputable a su persona), es un 

argumento que se aparta del deber que tenía de ajustarse a las reglas cartelarias exigidas. El 

cartel expresamente (según consta a folio 240 vuelto del expediente administrativo) dispuso que 

se debía “indicar la cantidad de avalúos realizados” y “consignarse por separado la cantidad de 

avalúos realizados a viviendas de bien social”, a la vez que el objeto de la contratación es 

específico en cuanto a bienes inmuebles (según consta a folio 231 del expediente 

administrativo), por lo que le asistía al oferente el deber de preparar la información que 

constituyera parte de su oferta, de conformidad con los términos en que se demandaba vía 

cartel. De esta forma, siendo que lo impugnado no se ajusta a los términos que exige el artículo 

88 de la Ley de Contratación Administrativa y el numeral 177 pre citado, se está ante un 

extremo carente de fundamentación, lo cual da origen a su rechazo de plano. iv)  Tratándose 

del argumento que se expone respecto a la constancia que corre a folio 2591, la cual tenía más 

de cuatro meses de haberse emitido, al momento de presentarse la oferta (hecho probado 2.v),  

deviene de aplicación el mismo criterio expuesto en el punto ii) anterior, esto es que existe una 

norma cartelaria vigente y consolidada, que impone un plazo específico de emisión de las 

constancias que se presentaran para acreditar experiencia, de forma tal que aquellas que no lo 

cumplan, no pueden ser consideradas. Respecto a la justificación que se brinda por parte del 
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recurrente, sea que el gerente y único autorizado para emitir certificaciones, en el momento de 

solicitarla, se encontraba fuera del país, deviene un elemento no probado ante esta sede. Por 

las razones expuestas, se declara sin lugar este extremo del recurso; y v) En relación con las 

constancias visibles a folios 2771, 2573, 2581, 2583 y 2593, se tiene que la información visible 

al folio 2771, corresponde a otro oferente (hecho probado tres), habiendo manifestado la 

Administración en su respuesta a la audiencia inicial, que las constancias visibles a folios 2573, 

2581, 2583 y 2593, fueron la base para reconocer la cantidad de avalúos y supervisiones que 

obtuvo para ser adjudicado, siendo que – a criterio de esta División -, el apelante no presenta 

un ejercicio mediante el cual demuestre que la información visible a tales folios, no le fue 

considerada. Lo anterior, considerando que la Administración reconoció y así respalda la 

adjudicación a favor de Arteaga Moya (hecho probado uno), determinada cantidad de avalúos, 

sin que el “cuadro resumen” que aporta el apelante en su recurso, desacredite lo actuado por la 

C.C.S.S., correspondiendo este a la valoración de las certificaciones que él mismo hace, en 

línea con los argumentos que expone en su recurso. En este sentido, téngase presente que de 

conformidad con el artículo 177, “…el apelante deberá aportar la prueba en que se apoyen sus 

argumentaciones, y cuando discrepe de los estudios que sirven de motivo para adoptar la 

decisión, deberá rebatir en forma razonada tales estudios, aportando los dictámenes y estudios 

emitidos por profesionales calificados en la materia que se impugna”, lo cual no ocurre en el 

caso que nos ocupa. Por las razones expuestas, se declara sin lugar este extremo del recurso. 

Así las cosas, siendo que de los argumentos planteados, solamente el primero de ellos fue 

acogido, se declara el recurso parcialmente con lugar, siendo que a efecto de no entorpecer la 

actividad administrativa, se tiene que esta declaratoria no implica como se indicó la nulidad de 

la adjudicación, al considerar que quien impugna ya ostenta la condición de adjudicatario 

(hecho probado uno) y que de conformidad con el cartel, la cantidad de avalúos y 

fiscalizaciones reconocidos a los adjudicatarios, no determina un orden respecto a la asignación 

de trabajo, toda vez que el cartel en su punto Q.1. (folio 246 vuelto del expediente 

administrativo), dispuso que los oferentes que resulten adjudicatarios, pasarán a formar parte 

de un rol único, el cual es actualizado de conformidad con los requerimientos de la licitación, 

garantizando que todos los profesionales que resulten adjudicados, para la gestión de casos de 

asignación de avalúos para los préstamos hipotecarios, tengan una carga de trabajo 

proporcional, mediante un sistema informático, por monto solicitado, para lo cual la C.C.S.S.se 

compromete a respetar y asignar los casos de acuerdo con el rol correspondiente, a la vez que 
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establece en el punto Q.2. (folios 246 vuelto y 247 del expediente administrativo), que no se 

garantizará ni un mínimo ni un máximo de asignaciones para cada profesional adjudicatario, 

siguiendo el rol de asignación indicado (rol único), , distribuyendo equitativamente entre todos 

los profesionales contratados, aspecto que es aceptado por los adjudicatarios.------------------------ 

2) Recurso presentado por JOSÉ JOAQUIN GONZALEZ GAMBOA. Dos son los 

cuestionamientos que presenta el apelante: i) Sobre los avalúos de bien social. Indica que 

en el numeral 1 del Ítem 1, de los términos de referencia,  párrafo cinco del punto 1.4 se indica: 

"Los avalúos de bien social tendrán un valor de 50%", mientras que en el numeral K.1 de los 

términos de referencia, llamado Adjudicación y Criterios de Desempate, en el punto K.1.1 

Adjudicación, específicamente en el aparte d) se señala: "Para efectos de calificación no serán 

considerados aquellos avalúos o fiscalizaciones de obra correspondientes a proyectos de 

desarrollo de bien social”, considerando el recurrente que hay contradicción entre ambos 

puntos, aparte de que son cláusulas discriminatorias desde el punto de vista constitucional 

(artículo 33 de la Constitución Política), el artículo 5 de la Ley de Contratación Administrativa y 

los artículos 2 inciso c y el 52 inciso o del Reglamento de la Ley de Contratación Administrativa. 

Agrega que al no realizarse ninguna aclaración al respecto, en caso de duda, debe resolverse 

atendiendo a la interpretación más favorable al derecho del interesado, sea aplicando la 

cláusula que más beneficie, valoración que no fue utilizada en la recomendación técnica. 

Señala además que los avalúos no tienen categorías de ninguna clase, a la vez que cuestiona 

el concepto de bien social, indicando que no fue definido con claridad, por lo que genera una 

desigualdad que atenta contra el artículo 33 de la Constitución Política. Apunta a que no existe 

diferencia entre un avalúo simple y un avalúo de interés social, siendo que las características, 

presentación y responsabilidad profesional es exactamente la misma, razón por la cual protesta, 

de tal modo que al no aclararse que es un avalúo de bien social, éste pasa a ser un término 

ambiguo e indefinido. Señala que presentó en su oferta certificaciones y listados de 687 avalúos 

de propiedades, efectuados del año 2010 a la fecha, superando a varias de las ofertas 

adjudicadas preliminarmente, sin que ninguno de estos trabajos fuera de 'bien social", sin que 

hayan sido tomadas en cuenta en la calificación de su oferta. Solicita ser declarado como 

adjudicatario en ambos extremos de la licitación tramitada; y ii) Sobre las certificaciones para 

acreditar experiencia. Señala que el cartel exige certificaciones o listados certificados de 

trabajos realizados en las áreas de avalúos de propiedades (Ítem 1) o fiscalización o 

supervisión de obras (Ítem 2), siendo que a partir de lo indicado en el numeral 1.4, en 
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correspondencia con las certificaciones pedidas en el punto 1.7, para dar el nombre del cliente y 

la fecha de la realización de cada uno de los avalúos efectuados, por la cantidad que esto 

reviste, sólo se podía hacer por medio de un listado, autenticado por el firmante de la 

certificación referida, con el fin de poder constatar que el número de avalúos certificados tenga 

una correspondencia con un listado real. Indica que las ofertas de Víctor Julio Azofeifa 

Alvarado, Julio César Sarmiento Vargas, Luis Alfredo Molina Blanco, José Miguel Díaz Castro, 

Eduardo Van Der Latt Echeverría, Juan Eduardo Arteaga Moya, Claudio Fallas Quirós y de 

Eduardo Páez Campos, no presentan el listado de avalúos realizado, mientras que hay cuatro 

ofertas de las recomendadas que sí cumplen, por lo que se genera un trato desigualdad, a la 

vez que se violenta el principio de eficiencia (al no excluirse ofertas que cometen una infracción 

sustancial a las condiciones del pliego de condiciones), el principio de legalidad o de 

transparencia de los procedimientos (al obviar la Administración las reglas definidas en el 

cartel), sin que puedan además dichas ofertas, subsanar el aspecto en que fueron omisas, al no 

haber referenciado en sus ofertas los listados de los avalúos efectuados. Solicita que las ofertas 

que no cumplieron con el listado referido, sean declaradas fuera de concurso y que su oferta 

sea incluida como recomendada y adjudicada, ya que cumple con todas las exigencias del 

cartel, además de que está calificada con 100% en la calificación total comparativa obtenida 

para el desempeño como perito. La Administración señala que el cuestionamiento que se 

plantea en relación con los avalúos de interés social y lo que considera como aparente 

contradicción respecto del punto K.1. del cartel, se  rechaza por improcedente, siendo que se 

está presentando una objeción al cartel en un momento procesal inoportuno, por lo que dictada 

la adjudicación, al no haberse cuestionado oportunamente el cartel mediante el recurso de 

objeción, éste se consolidó. Señala que el recurrente se manifestó conforme con el cartel a la 

hora de someter su oferta al concurso, por lo que la oportunidad procesal para alegar presuntas 

inconsistencias del pliego de condiciones se debe tener como precluida. Reconoce que la 

Administración, atendió debidamente las objeciones al cartel que le fueron presentadas. 

Respecto al alegato de calificación desigual de las ofertas, señala que en la página 26 del 

cartel, inciso l.4 párrafo tercero, a afecto de aclarar la forma en que se debían presentar las 

constancias o certificaciones, siendo que la calificación de las ofertas se realizó con apego 

estricto al contenido mínimo que deberían contener según el pliego cartelario, con el fin de 

respetar el principio de igualdad de los participantes, para todas la ofertas. En relación con el 

reconocimiento de los avalúos de interés social, advierte que este punto fue aclarado en el 
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cartel unificado, según publicación en La Gaceta No. 194 del 09 de octubre de 2014, según 

consta a folio 254 del expediente administrativo, habiéndose eliminado la frase “Los avalúos de 

bien social tendrán un valor del 50%" y mantenido el ítem d) del punto K.1.1 que establece: “d) 

Para efectos de calificación no serán considerados aquellos avalúos o fiscalizaciones de obras 

correspondientes a proyectos de desarrollo de bien social”. Solicita la C.C.S.S. que conforme a 

los criterios técnicos emitidos, se mantenga incólume el acto de adjudicación dictado por la 

Junta Directiva, en vista de que lo pretendido por González Gamboa, no resulta procedente, 

toda vez que la valoración de cada una de las ofertas está acorde con un cartel unificado que 

se consolidó y que le permitió, establecer la correlación de cumplimiento entre lo solicitado y lo 

presentado por los hoy adjudicatarios. Tratándose de los adjudicatarios en este proceso, se 

tiene que solamente atendieron la audiencia inicial Eduardo van der Laat Echeverría, Eduardo 

Paez Campos, Víctor Julio Azofeifa Alvarado, Julio César Sarmiento Vargas  y Luis Alfredo 

Molina Blanco, constando en el expediente de apelación, la comunicación de la audiencia inicial 

que le fue notificada a todos los adjudicatarios. El adjudicatario Eduardo van der Laat 

Echeverría y Eduardo Paez Campos, respectivamente, indican que el cartel no pide los 

listados de avalúos realizados, que lo que solicita es la cantidad de avalúos realizados por 

institución. Señala que en el punto 1.4 del cartel, donde se refiere a las cartas de las 

instituciones financieras a las que se ha brindado servicios profesionales, dice textualmente lo 

siguiente: "Se aclara que estas constancias, certificaciones o declaraciones juradas deberán 

contener, como mínimo la siguiente información: - Fecha de expedición - Dirigida a quien 

interese - Debe estar confeccionada en papel membretado - Debe indicar la cantidad de 

avalúos realizados - Debe consignarse por separado la cantidad de avalúos realizados a 

viviendas de bien social - Calificación que da el signatario al profesional por el servicio recibido, 

la cual deberá ser presentado en una escala de uno a cien - Observaciones relevantes"; de 

forma tal que en ningún momento se habla de listados de avalúos sino de cantidad de avalúos. 

Indica que la apelación del señor González Gamboa no tiene ningún asidero legal ni técnico, 

por lo que considera  que se debe desechar, solicitando se confirme en todos sus extremos la 

adjudicación, dado que la oferta cumple estrictamente con lo solicitado en el cartel respectivo. 

El adjudicatario Víctor Julio Azofeifa Alvarado, indica que respecto a la supuesta 

contradicción del cartel en los numerales l.4 y K.1.1, en caso de duda se pudo haber solicitado 

la aclaración correspondiente.  Señala que bajo el título K.1 de “Adjudicación y criterios de 

desempate”, se indica que no serán considerados tales avalúos ni fiscalizaciones (los de interés 
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social), habiendo decidido la Administración no asignar puntaje a los avalúos o fiscalizaciones 

de bien social, lo cual es una determinación que se indicó en el cartel, lo cual no fue objetado  

dentro del plazo  correspondiente. Señala que a ningún oferente se le contabilizó este tipo de 

avalúo. Tratándose del tema de la valoración de ofertas, relacionado con la certificación de los 

avalúos realizados, refiere al punto l.4, señalando que si se analiza su contenido, los oferentes 

tenían que demostrar su experiencia por los servicios dados a instituciones públicas o privadas 

(párrafo uno), la forma en que se debía de demostrar esta experiencia fue mediante 

certificaciones, emitidas por estas instituciones, donde se tenía que mencionar, el nombre y 

calidades de la persona que emite el mencionado documento, dirección, teléfono donde se le 

puede localizar, número de avalúos realizados, nombre del cliente y fecha en que fueron 

realizados (párrafo 2), siendo que el cliente es la institución pública o privada que emite la 

certificación. Señala que este cliente es con quién se tuvo o se mantiene una relación 

contractual, ya que el servicio profesional de avalúo o fiscalización, no se realiza para la 

persona que solicita un crédito, éste se realiza para la institución pública o privada que así lo 

solicita. Lo anterior, se reafirma con lo enunciado en el párrafo 3, donde se aclara que estas 

certificaciones es donde se prestan o prestaron servicios profesionales y de seguido se indica 

los requisitos en que se debía de presentar este documento, dentro del cual destaca el punto 4, 

que solicitaba la cantidad de avalúos realizados y no un listado de nombres, como pretende 

solicitar el recurrente. En la misma línea, en el párrafo 4, indica que dichas constancias tenían 

que emitirse con una calificación de satisfactorio o no el servicio, la cual es dada por la 

institución pública o privada donde se realizan o realizaron los servicios profesionales, por lo 

que el cartel se refiere al cliente a quien se le brinda el servicio en este caso instituciones 

públicas o privadas. Adjunta como prueba, copia de los contratos vigentes que sostiene con el 

INVU y el Banco de Costa Rica (BCR), en los cuales consta la relación contractual, que existe 

con esas Instituciones para realizar avalúos y fiscalizaciones que ellos dispongan asignarle, con 

lo que se demuestra que esas instituciones son clientes a los cuales da servicios profesionales. 

Concluye manifestando que con el concepto de cliente que interpreta Gutiérrez Gamboa, donde 

el cliente es la persona que tramita un crédito ante una institución, se debió presentar una 

certificación de cada una, con todas las referencias solicitadas, así como su calificación 

correspondiente, algo que no solicitaba el cartel, ya que las certificaciones debían ser emitidas 

por instituciones públicas o privadas y no personas físicas, por lo que la interpretación no tiene 

ningún respaldo en el cartel que nos rige. Solicita se declare sin lugar el recurso interpuesto. 
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Tratándose de los adjudicatarios Julio César Sarmiento Vargas y Luis Alfredo Molina 

Blanco, ambos atendieron respectivamente la audiencia inicial que se les concedió, habiendo 

remitido su respuesta inicialmente vía fax y luego por correo electrónico, habiendo ingresado los 

documentos sin firma digital. Sarmiento Vargas indica que la Ley de la Contratación 

Administrativa es clara en cuanto al momento en que se puede interponer el recurso de 

objeción, siendo que los alegatos de González Gamboa  están fuera de tiempo, habiendo 

podido pedir aclaración acerca del término de “interés social” en el momento correspondiente. 

Finalmente agrega que él cumple con los requerimientos del cartel, habiendo pasado por un 

proceso de selección y resultando adjudicatario. Molina Blanco refiere en forma general a los 

dos recursos presentados, señalando que las impugnaciones carecen de fundamento y deben 

ser declaradas así. Respecto al tema de los avalúos de bien o interés social, señala que la 

Administración publicó un cartel unificado, según consta a folio 182 y 254, en el cual se cambió 

el punto 14 y se eliminó el párrafo que señalaba que "los avalúos de bien social tendrán un 

valor del 50%", por lo que estos no se debían considerar en la calificación. Tratándose de la 

certificaciones de experiencia, señala que en su caso el documento presentado corresponde a 

veintisiete años de realizarle avalúos a la C.C.S.S., el cual contiene lo necesario para 

comprobar los servicios prestados, siendo que el cliente es la misma CCSS, quien ha 

contratado los servicios profesionales para la realización de avalúos de bienes inmuebles como 

garantía de los créditos hipotecarios que concede la C.C.S.S., por lo que en la certificación está 

garantizando la idoneidad del perito, la experiencia y calidad del servicio. Así, indica que no se 

puede comparar la información que maneja el mismo ente promotor de la licitación, con 

aquellos entes distintos, que debían cumplir con lo exigido en el cartel, sin que ello pueda llegar 

a significar un atropello de derechos fundamentales o mala apreciación de la documentación 

aportada por los peritos adjudicados, más aún, cuando estas circunstancias representan un 

rubro de la puntuación, no la puntuación misma. Por otra parte, el alegato de un cartel 

considerado por uno de los quejosos como discriminatorio, debía ser interpuesto en otro 

momento procesal (vía recurso de objeción al cartel), sea antes de la apertura de las ofertas, 

siendo que el utilizar este argumento como base de su impugnación, no es procedente y resulta 

una manifestación impertinente que debe ser declarada de esa forma. Solicita que ambos 

recursos se declaren sin lugar, confirmándose la adjudicación dictada. Criterio de la División: 

Atendiendo el mismo orden de los puntos cuestionados, se procede a su resolución. i) Sobre 

los avalúos de bien social:  De conformidad con la información que consta en el expediente 
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administrativo, inicialmente el cartel disponía en el punto I.4, entre otros, lo siguiente: “Los 

avalúos de bien social tendrán un valor de 50%” (folio 78 vuelto), siendo que ello fue eliminado 

posteriormente, tal y como consta en aclaración visible a folio 173 del expediente administrativo, 

en la cual se lee: “…efectivamente se da una contradicción por lo que se procederá a eliminar 

del cartel de la Licitación Pública 2014LN-000031-5101 la valoración que por error material se 

consignó en el punto i.4 a saber “Los avalúos de bien social tendrán un valor del 50%”, 

variación que fue debidamente incorporada en el cartel unificado, que se anunció por medio de 

publicación hecha en La Gaceta No. 189 del 02 de octubre de 2014 y La Gaceta No. 194 del 09 

de octubre de 2014 (folios 223 y 254 del expediente administrativo), tal y como se verifica en la 

versión final del cartel incorporada al expediente administrativo, que consta a folios 224 a 247. 

De forma tal que la contradicción alegada por el recurrente no existe. En relación con la 

definición o concepto de avalúos de “interés social”, se tiene que el punto I.4 del cartel, 

establece que en las certificaciones que se presenten para acreditar experiencia, se debe 

indicar el número de avalúos realizados y cuáles de ellos fueron de viviendas de interés social; 

lo anterior en el tanto el punto K.1.1 del cartel (folio 243 vuelto del expediente administrativo), 

establece en su inciso d) que “para efectos de calificación no serán considerados aquellos 

avalúos o fiscalizaciones de obra correspondiente a proyectos de desarrollo de bien social”, 

siendo que de haber tenido el apelante duda acerca del alcance de dichos términos, sea 

“viviendas de interés social” o “proyectos de desarrollo de bien social”, pudo haber acudido a los 

instrumentos que el ordenamiento jurídico faculta, como lo es el recurso de objeción en contra 

del cartel, siendo que al no impugnarse las normas cartelarias referidas, las mismas se 

consolidaron, por lo que procede su aplicación. Por las razones expuestas, se declara sin lugar 

este extremo del recurso, al encontrarse precluidos ambos alegatos. ii)Sobre las 

certificaciones de experiencia: Por su parte, tratándose de la interpretación que hace el 

apelante respecto al alcance del punto I.4 y la supuesta obligatoriedad de adjuntar a la 

certificación de experiencia, un listado de los avalúos hechos que respalde a su vez la cantidad 

de avalúos que se indican en la constancia, este órgano contralor comparte con la C.C.S.S.,  la 

posición sostenida en cuanto a que la valoración de las ofertas se dio en apego a lo dispuesto 

por el cartel, siendo que el punto I.4 no requiere dicho listado, en su lugar puntualmente señala: 

“El oferente deberá contar con experiencia profesional en las ramas de ingeniería o arquitectura 

que lo faculten para la realización de avalúos y/o peritajes de bienes inmuebles así como 

supervisión de avance de obra en construcciones, ampliación y/o mejoras, habiendo dado sus 
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servicios como profesional externo a las instituciones públicas o privadas que desarrollan 

actividades relacionadas con el otorgamiento de créditos de vivienda con garantía hipotecario 

(sic). Para corroborar estos puntos el oferente deberá incluir en la oferta, una certificación con 

no más de cuatro meses de emitida a partir de la apertura de las ofertas, donde conste el 

nombre y calidades de la persona que emite el mencionado documento, dirección y teléfono 

donde se le puede localizar, número de avalúos realizados, nombre del cliente y fecha en que 

fueron realizados (…) Las constancias, o certificaciones, según corresponda deberán indicar si 

el servicios ha sido bueno o excelente (entendiéndose como servicios satisfactorios); regular, 

deficiente (entendiéndose estos como servicios no satisfactorios)…”, y de seguido se detalla la 

información que como mínimo deben contener tales certificaciones, a saber: Fecha de 

expedición, • Dirigida a quien interese, • Debe estar confeccionada en papel membretado, • 

Debe indicar la cantidad de avalúos realizados, •Debe consignarse por separado la cantidad de 

avalúos realizados a viviendas de bien social. •Calificación que da el signatario al profesional 

por el servicio recibido, la cual deberá ser presentado en una escala de uno a cien y • 

Observaciones relevantes. De la norma referida resulta claro que la constancia sería emitida por 

un funcionario de una institución pública o privada, quien calificaría a su vez el servicio 

prestado, indicando a su vez cantidad de avalúos realizados y el periodo o fecha en que fueran 

realizados, sin que se haya impuesto como requisito mínimo de su presentación o contenido, el 

listado al cual refiere el apelante, a partir de lo cual se declara sin lugar este extremo del 

recurso, resultando falto de interés el referirse  a la falta que se apunta respecto a las ofertas de 

Víctor Julio Azofeifa Alvarado, Julio César Sarmiento Vargas, Luis Alfredo Molina Blanco, José 

Miguel Díaz Castro, Eduardo Van Der Latt Echeverría, Juan Eduardo Arteaga Moya, Claudio 

Fallas Quirós y de Eduardo Páez Campos, en cuanto a la no presentación del supuesto listado. 

Por las razones expuestas, siendo que los dos puntos alegados por González Gamboa han sido 

declarados sin lugar, consecuentemente su recurso se resuelve en la misma línea.------------------ 

POR TANTO 

De conformidad con lo expuesto y lo dispuesto en los artículos 182, 183 y 184 de la 

Constitución Política, 84 y 86 de la Ley de Contratación Administrativa; 174, 177 y siguientes 

del Reglamento a la Ley de Contratación Administrativa, SE RESUELVE: 1) DECLARAR 

PARCIALMENTE CON LUGAR el recurso de apelación presentado  por JUAN EDUARDO 

ARTEAGA MOYA, sin que ello implique la nulidad de la adjudicación, según las 

consideraciones señaladas en la presente resolución, acto que en consecuencia se confirma. 
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2) DECLARAR SIN LUGAR el recurso de apelación presentado por JOSÉ JOAQUÍN 

GONZÁLEZ GAMBOA, ambos formulados en contra del acto de adjudicación de la Licitación 

Pública 2014LN-000031-5101, “para la contratación de profesionales externos, peritos 

valuadores de bienes inmuebles y fiscalizaciones de la gerencia de pensiones”, promovida por 

la CAJA COSTARRICENSE DE SEGURO SOCIAL, recaído a favor de Eduardo Paez Campos, 

Luis Arturo Somarribas Benach, Silvio Mena Cantón, EduardoVan der latt Echeverría, Claudio 

Fallas Ouirós, Bárbara Szymanek Aleksandrowic,  José Miguel Díaz Castro, Ana María Solano 

Vindas, Víctor Julio Azofeifa Alvarado, Luis Alfredo Molina Blanco, Juan Eduardo Arteaga Moya 

y Julio César Sarmiento Vargas (ítem 1) y Juan Eduardo Arteaga Moya, Luis Arturo Somarribas 

Benach, Víctor Julio Azofeifa Alvarado,  Ana María Solano Vindas y Julio César Sarmiento 

Vargas (ítem 2); acto el cual se confirma. 3) De conformidad con el artículo 90 de la Ley de 

Contratación Administrativa se da por agotada la vía administrativa. ----------------------------------

NOTIFÍQUESE. -------------------------------------------------------------------------------------------------------- 

 

 

  Allan Ugalde Rojas 
  Gerente de División 

 
 
 
 

   Edgar Herrera Loaiza 
  Gerente Asociado 

Marlene Chinchilla Carmiol 
Gerente Asociada 

 
     
 
Estudio y redacción: Carolina Cubero Fernández 
CC/yhg 
NN: 18128 (DCA-3284-2015) 
NI: 25687, 26184, 26257, 29386, 30036, 30043, 30044,30071,30191, 30248, 30287, 30295  
Ci: Archivo central  
G: 2014002494-3 

 


